TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA Nº 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, cinco de noviembre de  dos mil nueve 

Expediente 66001-60-00-000-2009-00041-01

Acta No. 584 del 5 de noviembre de 2009 

Decide esta Sala sobre el impedimento manifestado por la titular del Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Pereira, para llevar a cabo la audiencia preliminar de legalización de captura, formulación de imputación  y solicitud de imposición de medida de internamiento preventivo,  pedida por la Fiscal 17 de la Unidad de Responsabilidad Penal para Adolescentes, en contra del joven Norberto Valencia Usma, por los  delitos de homicidio agravado, en grado de tentativa y hurto calificado y agravado.

ANTECEDENTES

Mediante proveído del pasado 28 de octubre la funcionaria referida manifestó su impedimento para conocer del asunto porque al examinar la solicitud se percató de que se trata de un caso en el que intervino, en la aprehensión del citado adolescente, en forma activa, su cónyuge, el investigador de la policía judicial Camilo Eduardo Castrillón y consideró que se halla configurada la causal contemplada en el ordinal 1º del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal.

CONSIDERACIONES

La causal de impedimento invocada en el presente caso, está consagrada como tal en la disposición citada, bajo el siguiente tenor:

"Art. 56.- Causales de impedimento. Son causales de impedimento:

“1.- Que el funcionario judicial, o su cónyuge o compañero o compañera permanente, o algún pariente suyo dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, tenga interés en la actuación procesal.” 

Para que la manifestación de impedimento que pone en evidencia el funcionario judicial logre su cometido de separarlo del conocimiento de un determinado proceso, es menester que se fundamente en  circunstancia de la que pueda inferirse con certeza que su ecuanimidad puede resultar afectada por el interés que en la actuación procesal tengan él o sus parientes, citados por esa disposición, pues su finalidad es la de salvaguardar la independencia con que los jueces deben resolver los casos sometidos a su conocimiento.

Al respecto ha dicho la Corte suprema de Justicia

“Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están taxativamente contempladas en la Constitución
 y la ley
 para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos como en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de New York
.

“…

“La causal de impedimento invocada en el presente caso, está prevista en el artículo 56 numeral 1° del Código de Procedimiento Penal…

“La vida de relación, que obliga al hombre a tener continuo trato con sus semejantes, permite diferenciar varias clases de vínculos que se establecen entre las personas con intensidad distinta, que van desde el máximo desafecto hasta la más íntima comunidad espiritual en que radica la relación conyugal y familiar. El administrador de justicia, como es apenas natural, esta vinculado a muchas personas; sin embargo, su ministerio lo obliga a ponerse por encima de sus relaciones personales y la ley solamente lo dispensa del cumplimiento de su tarea, cuando la naturaleza y grado de esos nexos personales y afectivos son de tal magnitud que puedan alterar la equidad y la serenidad juzgadora.

“En el presente caso, el doctor ORLANDO ECHEVERRY SALAZAR ha manifestado hallarse impedido para conocer del asunto, manifestación que tiene sustento legal y consolida la causal invocada, pues en efecto, es la cónyuge del Magistrado solicitante quien oficia como Agente del Ministerio Público y a la vez apelante, es decir como interviniente, de donde se infiere con toda nitidez el interés público que le asiste. A la vez, es razonable concluir que esa relación marital entre el funcionario que debe decidir y la recurrente, tiene entidad suficiente para comprometer su imparcialidad y ecuanimidad…”

En este caso, sobrevino la causal invocada, toda vez que el agente de policía investigador, cónyuge de la funcionaria judicial que expresó el impedimento, atendiendo un deber legal, participó de manera activa en la aprehensión del adolescente Norberto Valencia Usma, contra quien se dirige la actuación y por ende, tiene interés directo en ella.

En tales condiciones, forzoso es concluir que el impedimento planteado se encuentra debidamente fundamentado y por tal razón, ante la necesidad de preservar la imparcialidad e independencia de la administradora de justicia debe marginarse del conocimiento del asunto.

Se hace entonces necesario designar un despacho homólogo de la ciudad para que la reemplace y con tal fin se remitirá el expediente a la Oficina de Apoyo al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, a fin de que reasigne su conocimiento.

Por lo expuesto, la Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes del  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

1º Declarar fundado el impedimento planteado por la señora Juez Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Funciones de Control de Garantías y separarla del conocimiento de la actuación adelantada en contra del adolescente Norberto Valencia Usma.

2º Remítase el expediente a la Oficina de Apoyo Judicial para el sistema Penal de Responsabilidad Penal para Adolescentes a fin de que reasigne su conocimiento.

Cópiese, comuníquese y devuélvase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

GONZALO FLOREZ MORENO      
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